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Sueldo Adelantado) 

Panel especial integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, 

el Juez Candelaria Rosa y el Juez Rivera Torres.
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Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparece ante nosotros el señor Arsenio A. Ramos 

Hernández para solicitar la revisión de la contestación emitida por el 

Administrador Interino del Sistema de Retiro de los Empleados de la 

Autoridad de Energía Eléctrica (Sistema de Retiro). Por los 

fundamentos expuestos a continuación, se desestima el recurso de 

epígrafe. 

El 18 de junio de 2014, mientras aún laboraba en la Autoridad 

de Energía Eléctrica, el recurrente presentó en el Sistema de Retiro 

una solicitud para que le pagasen por adelantado el beneficio de año 

de sueldo. Posteriormente, el 12 de marzo de 2016, el recurrente se 

                                                 
1
 Mediante Orden Administrativa Núm. TA-2016-210, emitida el 29 de agosto de 2016 y debido a 

la inhibición del Hon. Erik J. Ramírez Nazario, se designó al Hon. Waldemar Rivera Torres para 

entender y votar en el recurso de epígrafe.  
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jubiló. Luego de jubilarse, este recibió el cheque correspondiente al 

beneficio de año de sueldo por adelantado. Según alega el recurrente, 

este cheque era por una cantidad menor a la que le correspondía 

recibir. Debido a esto, envió una carta dirigida al Administrador 

Interino del Sistema de Retiro, en la cual reclamaba la cantidad que 

según sostuvo le adeudaban. Posteriormente, a través de su 

representante legal, cursó una Reclamación extrajudicial en cobro de 

dinero por porción impagada del beneficio de año de sueldo al 

Administrador Interino del Sistema de Retiro. En respuesta a dichas 

comunicaciones, el Administrador Interino del Sistema de Retiro le 

indicó que su reclamo no procedía mediante carta de 6 de junio de 

2016. Ante esta determinación, el recurrente comparece ante este 

Tribunal de Apelaciones. 

La Ley de la judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de 2003 (Ley de la judicatura) delimita la facultad revisora de 

este Tribunal de Apelaciones. En lo pertinente, esta ley establece que 

se podrá recurrir ante este Foro “[m]ediante recurso de revisión 

judicial, que se acogerá como cuestión de derecho, de las decisiones, 

órdenes y resoluciones finales de organismos o agencias 

administrativas”. Ley de la judicatura, Ley Núm. 201–2003, 4 LPRA 

sec. 24y. En nuestro Reglamento se encuentra una disposición similar, 

que limita nuestra jurisdicción revisora a determinaciones 

administrativas finales. Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

(2004), 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 56. Ello resulta igualmente 

compatible con las disposiciones de la Ley de procedimiento 

administrativo uniforme (LPAU), en la cual también se establece que 

“[u]na parte adversamente afectada por una orden o resolución final 



 
 

 

KLRA201600806    

 

3 

de una agencia y que haya agotado todos los remedios provistos por la 

agencia o por el organismo administrativo apelativo correspondiente 

podrá presentar una solicitud de revisión ante el Tribunal de 

Apelaciones . . .”. LPAU, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 

LPRA sec. 2172. 

Por tanto, de las disposiciones mencionadas se desprende 

palmariamente que para solicitar revisión judicial de una resolución u 

orden administrativa ante este Tribunal de Apelaciones, la parte 

interesada tiene que comparecer en revisión de una resolución u orden 

final. En la LPAU se definen a las órdenes o resoluciones finales de la 

siguiente forma: 

La orden o resolución deberá incluir y exponer 

separadamente determinaciones de hecho si éstas no se 

han renunciado, conclusiones de derecho, que 

fundamentan la adjudicación, la disponibilidad del 

recurso de reconsideración o revisión según sea el caso. 

La orden o resolución deberá ser firmada por el jefe de la 

agencia o cualquier otro funcionario autorizado por ley.  

La orden o resolución advertirá el derecho de 

solicitar la reconsideración ante la agencia o de instar el 

recurso de revisión como cuestión de derecho en el 

Tribunal de Apelaciones, así como las partes que deberán 

ser notificadas del recurso de revisión, con expresión de 

los términos correspondientes. Cumplido este requisito 

comenzarán a correr dichos términos. Id. sec. 2164.  

 

En armonía con tal definición, nuestro Tribunal Supremo ha 

establecido que en el ámbito administrativo “una orden o resolución 

final tiene las características de una sentencia en un procedimiento 

judicial porque resuelve finalmente la cuestión litigiosa y de la misma 

puede apelarse o solicitarse revisión”. Comisionado de Seguros de PR 

v. Universal Ins. Co., 167 DPR 21, 29 (2006); Crespo Claudio v. 

OEG, 173 DPR 804 (2008). 
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En el Reglamento del sistema de retiro de los empleados de la 

Autoridad de Energía Eléctrica (Reglamento) se establece lo 

siguiente:  

Una vez finalizado el proceso informal llevado a cabo 

por los funcionarios del Sistema de Retiro para atender 

cualquier reclamación de algún miembro o beneficiario, 

que no sea de acreditación de servicio y que conlleve una 

interpretación de las disposiciones del Reglamento del 

Sistema de Retiro, del miembro o beneficiario no estar de 

acuerdo con dicha determinación, podrá radicar por 

escrito dentro del término de veinte (20) días calendarios 

a partir de la notificación, . . . una Petición a la Junta de 

Síndicos para que dilucide la controversia. En dicho 

escrito deberá incluir todas sus alegaciones y acompañar 

toda la evidencia que sirva para sostener sus argumentos. 

Reglamento del sistema de retiro de los empleados de la 

Autoridad de Energía Eléctrica, enmendado 25 de abril 

de 2014, en la pág. 103. 

 

En el Reglamento también se dispone que “[l]a decisión de la Junta de 

Síndicos, en cuanto a cualquier asunto o controversia, será definitiva 

dentro del proceso administrativo”. Id. Es evidente que, a la luz de la 

Ley de la judicatura, la LPAU, el Reglamento y la jurisprudencia de 

orden administrativo vigente, la decisión de la Junta de Síndicos es la 

única determinación susceptible de considerarse como final dentro del 

esquema administrativo del Sistema de Retiro y, por tanto, la única 

determinación sujeta a revisión judicial ante este Tribunal de 

Apelaciones. En la medida en que el recurrente del presente caso no 

ha comparecido en revisión de una decisión definitiva emitida por la 

Junta de Síndicos del Sistema de Retiro, estamos impedidos de 

atender su recurso, pues no se presenta en revisión de una 

determinación administrativa final. 

Asimismo, advertimos que las advertencias brindadas en la 

respuesta  otorgada fueron defectuosas, debido a que luego de 

indicarle al recurrente que se denegaba su solicitud, se le advirtió que 
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tenía derecho a solicitar reconsideración ante la Junta de Síndicos o a 

solicitar revisión ante este Tribunal de Apelaciones. Ello indujo a la 

conclusión errada de que se podía recurrir directamente ante este 

Tribunal de la mera contestación emitida por el Administrador 

Interino. Nuestro más alto foro ha expresado que “el derecho a la 

notificación adecuada es parte del debido proceso de ley y que, por 

ello, la notificación defectuosa de una resolución no activa los 

términos para utilizar los mecanismos post-sentencia quedando los 

mismos sujetos a la doctrina de incuria”. Maldonado v. Junta de 

Planificación, 171 DPR 46, 57–58 (2007); Caro Ortiz v. Cardona 

Rivera, 158 DPR 592 (2003). Dicha doctrina solo “impide a una parte 

instar un recurso cuando por su dejadez o negligencia, en conjunto 

con el transcurso del tiempo y otras circunstancias pertinentes, se 

causa perjuicio a la otra”. Maldonado v. Junta de Planificación, 

supra, en la pág. 58; Im Winner, Inc. v. Mun. de Guayanilla, 151 DPR 

30 (2000). Al examinar si procede la aplicación de tal doctrina se 

tienen que tomar en consideración los siguientes criterios: si la 

demora está justificada, si la demora ocasiona un perjuicio y si se 

afectan los intereses públicos o privados que están involucrados. 

Maldonado v. Junta de Planificación, supra; Im Winner, Inc. v. Mun. 

de Guayanilla, supra. En este sentido, el aquí recurrente podrá 

recurrir ante este Tribunal de Apelaciones luego de que solicite 

reconsideración ante la Junta de Síndicos y de que estos emitan su 

determinación final, si es que le resulta adversa.  

Por los fundamentos expuestos y al amparo de la regla 83 de 

nuestro Reglamento, se desestima el recurso de epígrafe por falta de 
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jurisdicción. Reglamento del Tribunal de Apelaciones (2004), supra, 

R. 83(B)(a). 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


